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Q ue el ministro de 
Educación, Jaime 
Saavedra, reconoz-
ca como positiva 
su primera reu-

nión con el Sindicato Único de 
Trabajadores de la Educación 
Peruana (Sutep) es toda una 
revelación. 

¿Pero revelación de qué?
Podría tratarse de que el 

Sutep ha acusado el golpe de 
la patética ubicación del Perú 

en el último lugar de la prueba 
internacional de rendimien-
to escolar en matemáticas, 
ciencias y comprensión lectora 
(Informe PISA). De ser este el 
caso, tendríamos a un Sutep 
rendido y avergonzado, no an-
te la autoridad gubernamen-
tal de turno, a la que siempre 
ha desafi ado con paros y huel-
gas, sino ante los resultados, 
ahora sí catastrófi cos, de un 
sistema educativo al que le ha 

La hipoteca 
del Sutep

hecho un profundo daño.
Aunque son muchos los fac-

tores concurrentes en la encru-
cijada que vive la educación 
peruana, la lógica del desas-
tre nos lleva directamente a 
la actuación del Sutep en los 
últimos cuarenta años. No ha 
habido gobierno que no haya 
cedido a sus presiones o que no 
lo haya tenido como piedra en 
el zapato (como ocurrió con los 
cinco años del segundo régi-
men de Alan García). Y por eso 
mismo no ha habido manera de 
sacar adelante una carrera ma-
gisterial meritocrática dura-
dera y capaz de garantizar una 
educación pública de calidad.

Podría tratarse también de 
que la percepción de confi anza 
que el Sutep ha podido desper-
tar en la hoy primera autori-
dad educativa del país no sea 
sino la clásica aparición del lo-
bo vestido de cordero. De ser 
este el caso, en contraposición 
de nuestra primera hipóte-

sis, tendríamos nuevamente 
reatrincherada la amenaza de 
siempre: cero evaluación, cero 
meritocracia, cero compromi-
so magisterial con los cambios 
dramáticos que Saavedra pien-
sa impulsar y, por supuesto, 
cero aprendizaje para un cero 
chance ya ni siquiera en el últi-
mo peldaño de la prueba PISA.

Precisamente a la luz de lo 
que muestra la prueba PISA, 
el presidente Ollanta Humala 
no debe tener un buen recuer-
do de su promesa de campaña 
electoral opuesta a la evalua-
ción docente y a la carrera ma-
gisterial, dos cosas que parale-
lamente venía desarrollando 
con éxito el gobierno de Alan 
García. Luego sobrevendría su 
mayor error: el de perder dos 
valiosos años, ya en el gobier-
no, en una gestión educativa 
que no logró apartar al Sutep 
del pernicioso mangoneo de 
los cuadros magisteriales, de la 
administración de las UGEL a 

SECUESTRO POLÍTICO I

Cómo liberar al docente
del chantaje laboral
— Cada uno de los docentes 
de nuestro país se constituye 
en la pieza clave de la edu-
cación y mucho más de una 
transformación educativa. 
Solamente la meritocracia 
puede sacarlo de la férula del 
Sutep, que lo primero que le 
promete es la estabilidad la-
boral.

SECUESTRO POLÍTICO II

Cómo salir de los 
pliegos de reclamos 
coercitivos
— El Ministerio de Educación 
no debiera caer en el juego 
de negociar cada año con el 
Sutep cupos de poder sin-
dical, poniendo en juego la 
calidad del magisterio, del 
aprendizaje y de la gestión 
sectorial.

través de las presidencias regio-
nales y de entrometerse en to-
do lo que tuviera que ver con las 
exigencias de calidad docente.

La hipoteca del magiste-
rio y de la educación del Perú 
al Sutep no se arregla en una 
reunión ni en dos ni en cuatro 
del ministro Saavedra con la di-
rigencia de esta organización 
sindical. Se trata de un pasivo 
nefasto que no resiste negocia-
ción alguna y que ya no puede 
estar en la agenda de cambios 
que el gobierno quiere sacar 
adelante.

El peligro que asoma en el 
horizonte es que si los cam-
bios no se dan rápidamente y 
con fuerza corremos el riesgo 
de encontrarnos con el pasa-
do a la vuelta de la esquina y 
con el Sutep nuevamente en 
las calles.

Lea mañana en Política a
- Jaime de Althaus - 

Luego de que el congresista Mi-
chael Urtecho hiciera ayer su 
descargo ante la Subcomisión 
de Acusaciones Constitucio-
nales en una sesión reservada, 
este grupo se volverá a reunir 
mañana viernes para emitir su 
informe final sobre las denun-

LAS DENUNCIAS

ción que contempla la norma. 
Esta pena podría ser la destitu-
ción de su cargo de congresista, 
la inhabilitación por 10 años o 
la suspensión de sus funciones. 

A su salida de la sesión, Urte-
cho dijo que esperará el informe 
fi nal del grupo de trabajo .

Marco Falconí, presidente de 
la subcomisión, explicó que la 
propuesta de sanción será defi -
nida el viernes. “Allí haremos  el 
informe fi nal que será remitido 
a la Comisión Permanente del 
Congreso y fi nalmente llegará 
al pleno”, detalló. 

Piden el máximo castigo 
para Michael Urtecho 

DANTE PIAGGIO

EN ESPERA. Urtecho aguarda la decisión fi nal. 

Mañana la Subcomisión 
de Acusaciones 
Constitucionales emitirá  
su informe fi nal sobre el 
suspendido congresista.

 Tres acusaciones se han planteado contra Michael 
Urtecho en la Subcomisión de Acusaciones Constitu-
cionales.  

 Una denuncia es por infracción a la Constitución 
y otras dos son por materia constitucional, pero con 
contenido penal.  
  En las denuncias con contenido penal se incluyen 
los delitos de apropiación ilícita, peculado, aprovecha-
miento indebido del cargo, enriquecimiento ilícito, fal-
sifi cación de documentos y malversación.

 El reglamento establece que cuando se trata de 
denuncias con implicancias penales, las sesiones se 
efectúan de manera reservada.

 Esa fue la razón por la que ayer Urtecho hizo su des-
cargo en sesión reservada.

 Algunas fuentes indicaron que en la sesión reserva-
da no se dijo nada nuevo.
  Urtecho ya tiene una sanción. En octubre la Comi-
sión de Ética Parlamentaria lo suspendió 120 días en 
sus funciones sin goce de haber.

cias constitucionales contra el 
ya suspendido legislador.

En la sesión, el congresista 
Humberto Lay ratifi có la acusa-
ción de que Urtecho al quedarse 
con parte de los sueldos de sus 
trabajadores cometió cinco in-
fracciones a la Constitución.

Añadió que en la investi-
gación llevada a cabo quedó 
acreditada la vulneración de 
la Constitución y que el mismo 
acusado ha reconocido públi-
camente los cargos imputados.

Por tal razón, Lay solicitó 
que se le aplique la mayor san-


